
1. Introducción

El Estado costarricense ha sufrido

importantes transformaciones a tra-

vés de su historia, lo que ha sido el re-

flejo de diferentes visiones de sociedad y de de-

sarrollo, aunque con diferentes grados de éxito.

En el período 1950-1980, por ejemplo, el Estado

tuvo un rol muy activo dentro de la economía,

con un modelo de desarrollo intervencionista

(dirigista), con el que dominaba muchos secto-

res del quehacer económico, sustituyendo al

sector privado. A partir de los 80, luego de una

fuerte crisis económica, se adopta en Costa

Rica un modelo de desarrollo basado en la aper-

tura económica, con una menor preponderan-

cia del Estado en la actividad económica, por lo

que empieza la reforma estatal (cierre de varias

empresas públicas, especialmente aquellas en

las que el Estado cumplía un rol como provee-

dor; esto es, en las que estuvo directamente en

la provisión de bienes y servicios).

La validez de la justificación originalmente

asignada a dichas entidades debería estar suje-

ta a debate, ya sea por efecto de cambios en la

sociedad a lo largo del tiempo o por la inevita-

ble aparición de intereses particulares gremia-

les o políticos (proceso conocido como “captu-

ra”).1 Las instituciones públicas2 son el reflejo

de la sociedad y, si ésta cambia, aquéllas debe-

203

* Los autores desean agradecer a Eduardo Saavedra, a Ignacio Román y a los demás investigadores que asis-
tieron al Taller sobre Eficiencia del Gasto Público (celebrado en Río de Janeiro, Brasil) por sus comentarios
a una versión preliminar de este documento. Asimismo, se agradece la colaboración de Juan José Flores S.
por su asistencia en esta investigación. No omitimos indicar que las opiniones y recomendaciones expresa-
das en este documento, así como cualquier error, son exclusivamente responsabilidad de los autores y no re-
flejan los puntos de vista de la Academia de Centroamérica.

1 Véase Krueger (1974) y Srinivasan (1985).

2 De acuerdo con la teoría de la Economía Institucional, el concepto más amplio y correcto del término
“institución” está asociado a las normas, formales e informales, así como los mecanismos para (continua)

Costa Rica 

Oswald Céspedes-Torres y Luis Mesalles-Jorba*



rían hacerlo también. Es claro que, conforme

las necesidades de la sociedad cambian (y, por

lo tanto, las metas por cumplir por parte del Es-

tado), las instituciones públicas deben ir adap-

tándose para, así, lograr el mayor beneficio de

los habitantes (social welfare), dadas las res-

tricciones enfrentadas por la sociedad (tecno-

logía y conocimiento, recursos humanos, capi-

tal y recursos naturales).

Se espera que este estudio permita dar a co-

nocer, con mayor propiedad, el panorama del

sector público en Costa Rica, especialmente en

cuanto a su rol de proveedor de bienes y servi-

cios públicos; esto nos llevaría al planteamiento

de reformas puntuales en algunas áreas de ac-

ción del Estado, ya sea mediante: i) la transfor-

mación de dichos proveedores, ii) la mayor aper-

tura hacia la participación privada en la

provisión de estos bienes y servicios públicos y

iii) la posibilidad de vender al sector privado (pri-

vatización) algunos activos estatales.

En este contexto, el presente documento tie-

ne como objetivo general realizar un diagnósti-

co acerca del papel del Estado y su eficiencia en

la economía costarricense, enfocándose en las

funciones del sector público, no como promotor

de la estabilidad macroeconómica, ni como cre-

ador y administrador de las normas institucio-

nales, sino específicamente como proveedor de

bienes y servicios. Se busca presentar el perfil

del Estado actual, para así sugerir con qué gra-

do de eficiencia pueden estarse utilizando los

recursos en algunas de las múltiples institucio-

nes públicas existentes. Para cumplir con el ob-

jetivo general se plantean los siguientes objeti-

vos específicos:

a) Presentar las principales características del

sector público en Costa Rica en la actualidad.

b) Revisar algunos casos de proveedores públi-

cos de bienes y servicios en Costa Rica para

evaluar la vigencia de su justificación en la

actualidad.

Aparte de esta sección introductoria, la Sec-

ción 2 presenta la situación actual del Estado

costarricense al año 2007. La Sección 3 contiene

el análisis de algunos proveedores públicos de

bienes y servicios, evaluándose su eficiencia. Fi-

nalmente, la Sección 4 presenta las reflexiones

finales y sugerencias de mejora en la eficiencia

del Estado en Costa Rica.

2. Situación actual del 
sector público

El “aparato estatal” costarricense ha

venido reinventándose a lo largo del

tiempo, unos períodos en ondas más ex-

pansivas que en otros, producto de diversos fac-

tores (tanto internos como externos), pero siem-

pre en constante crecimiento, al menos desde la

óptica del número de instituciones. Es impor-

tante hacer una reseña que, aunque breve, per-

mita al lector conocer algunos aspectos relevan-

tes de la evolución del Estado en Costa Rica. 

Durante los años ochenta, muchas institu-

ciones financieras internacionales, amparadas

en el pensamiento del “mainstream” económico

(Consenso de Washington), propugnaban redu-

cir el tamaño del Estado y su participación gene-

ralizada en las actividades económicas, donde el

sector privado era el llamado a ser protagonista.
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(continuación) asegurar su cumplimiento en una determinada sociedad; véase North (1990). Sin embargo,
en este documento se entenderá por ‘instituciones públicas’ a las organizaciones creadas por el Estado, en
un sentido más limitado que el sugerido por la teoría de la Economía Institucional.



Sin embargo, es conocido que, en ocasiones, el

papel de Estado es fundamental para la promo-

ción del desarrollo, sobre todo cuando sus activi-

dades están orientadas hacia la mejora de las

instituciones (en el sentido de North), el respeto

a los derechos de propiedad y la provisión de bie-

nes públicos en los que el sector privado no sería

un proveedor idóneo. 

Es importante señalar que el sector público

costarricense es voluminoso, ya que en términos

del número de instituciones que lo componen es

de poco más de 350. De acuerdo con Alfaro

(2004), antes de 1950 existía un total de 106 ins-

tituciones públicas y su crecimiento ha sido una

tendencia constante década tras década hasta

2003;3 véase el Gráfico 1.

Según el informe de Alfaro (2004), la crea-

ción de instituciones dentro del sector público

costarricense varía según el período que se des-

taque. Las distintas entidades creadas tienen

diversa naturaleza jurídica, pasando desde los

supremos poderes del Estado (Ejecutivo, Legis-

lativo y Judicial) y empresas públicas, hasta en-

tidades adscritas o de naturaleza “particular”,

según puede observarse en el Cuadro 1. El alto

grado de complejidad y atomización institucio-

nal que muestra el aparato estatal costarricen-

se es producto, en parte, de una búsqueda de al-

ternativas o salidas a una situación de atrofia o

inmovilismo en el sector público. Ante las nece-

sidades políticas de dar respuestas rápidas a

distintas circunstancias, una de las alternati-

vas más extendidas ha sido la creación de figu-

ras institucionales “particulares”, las cuales

constituyen “válvulas de escape” o “atajos” es-

tatales para la administración de recursos y la

ejecución de políticas públicas.

Si se desea caracterizar el tipo de institucio-

nes públicas por su “magnitud”, puede decirse

que, durante los sesenta y setenta, la tendencia

fue hacia la creación de entidades públicas (in-

cluidas las empresas estatales) a “gran escala”.

Con el fin de cubrir necesidades (servicios públi-

cos) a lo largo y ancho del territorio nacional,

con la correspondiente generación de empleo y

absorción de recursos financieros, se crearon di-

versas entidades públicas, dentro de las que des-

tacan: el Instituto Mixto de Ayuda Social

(IMAS), el Ministerio de Salud, el Ministerio de

Cultura, Juventud y Deportes, las Universidades

Estatales (UNA, ITCR y UNED), la Dirección de

Desarrollo Social y Asignaciones Familiares

(DESAF) y el Registro Nacional. En el campo de

empresas estatales, también se pueden mencio-

nar a la Caja Costarricense de Seguro Social

(CCSS), Refinería Costarricense de Petróleo (RE-

COPE) y el Instituto Costarricense de Electrici-

dad (ICE), que juntas representan, hoy en día, un
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camente.
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Gráfico 1. Número de entidades
públicas según fecha de creación,
1950-2003

Fuente: Alfaro (2004).
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peso dentro de la economía similar al de todo el

gobierno central en conjunto.

En vista de la crisis económica y financiera

sufrida por Costa Rica a inicios de la década de

los ochenta, se empieza un proceso de reforma

estatal, mediante el cual se cierran algunas em-

presas estatales, principalmente relacionadas

con el esquema del Estado empresario, y se redu-

ce el tamaño de muchas de las instituciones

existentes. Sin embargo, a partir de mediados de

Cuadro 1. Entidades públicas según fecha de creación y naturaleza jurídica

Categorías a/

Naturaleza Jurídica b/ 1 2 3 4 5 6 7 8 Total

Poderes 5 0 0 0 0 1 0 0 6

Gobierno Central 4 1 3 4 4 3 0 0 19

Empresas Públicas 1 0 1 5 0 11 2 1 21

Sector Descentralizado Institucional 12 9 5 10 5 12 2 0 55

Sector Descentralizado Territorial 74 2 7 9 1 1 1 0 95

Entidades Públicas no estatales 3 2 11 6 5 10 1 0 38

Organos Adscritos 6 4 10 27 11 30 15 0 103

Entidades públicas "particulares" c/ 1 0 0 5 7 16 2 2 33

Total 106 18 37 66 33 84 23 3 370

Fuente: elaboración propia. 2004. Basados en la fecha de creación de la entidad consultada en el Sistema Nacional de
Legislación Vigente de la Procuraduría General de la República.

a/ Categorías: 1 Antes de 1950; 2 años 1950-1959; 3 años 1960-1969; 4 años 1970-1979; 5 años 1980-1989; 6 años 1990-
1999; 7 posteriores al 2000; 8 sin dato de fecha de creación

b/ Categorías Naturaleza Jurídica (para un listado con el detalle de las entidades para cada categoría de naturaleza ju-
rídica):
Poderes: incluye los 3 Poderes de la República, el TSE, la Contraloría General de la República y la Defensoría de los Ha-
bitantes de la República Gobierno Central: Incluye a los Ministerios y la Procuraduría General de la República.
Empresas Públicas: son aquellas entidades públicas constituidas en sociedades anónimas estatales Sector Descentra-
lizado Institucional: abarca las instituciones autónomas y semiautónomas y dependencias de éstas, así como órga-
nos públicos estatales Sector Descentralizado Territorial: comprende las 81 municipalidades del país y sus órganos
adscritos.
Entidades públicas no estatales: incluye colegios profesionales, así como otras entidades que señala la ley Órganos
Adscritos: abarca entidades adscritas y dependencias de los ministerios.
Entidades públicas “particulares”: tales como Programas, Proyectos, Fondos y Direcciones, entre otras

c/ Se registran 15 entidades que actualmente no existen o se transformaron en otros entes tales como la Dirección del
Triángulo de Solidaridad, la Secretaría del Triángulo de Solidaridad, el Banco Anglo Costarricense, la Junta de Defensa
del Tabaco (en proceso de liquidación), la Corporación Costarricense de Desarrollo, la Dirección Nacional de Comunica-
ciones,el Patronato Nacional de Comunicaciones,Consejo Nacional de Drogas,Consejo Nacional para Refugiados,Cen-
tros Agrícolas Cantonales (hoy día existen pero son de carácter privado), Movimiento Nacional de Juventudes, Direc-
ción General de Educación Física y Deportes, Centro Inteligencia Conjunto Antidrogas, el Centro Nacional de
Prevención contra Drogas y el Centro Nacional para el Desarrollo de la Mujer y la Familia.

Fuente: Alfaro (2004).



la misma década, surge la creación de otro tipo

de instituciones a “menor escala”, más focaliza-

das y especializadas. Dentro de éstas se encuen-

tran la Promotora de Comercio Exterior (PRO-

COMER), los órganos supervisores y

reguladores del sistema financiero (SUGEF, SU-

PEN, SUGEVAL, CONASSIF), el ente regulador

de los servicios públicos (ARESEP, antiguo Ser-

vicio Nacional de Electricidad, SNE), puestos de

bolsa, administradoras de fondos privados y de

pensiones, así como una gran gama de institu-

ciones adscritas a diversos ministerios y otros

entes descentralizados (consejos, programas, et-

cétera).4 Muchas de estas nuevas instituciones

públicas tienen una naturaleza jurídica diferen-

te, siendo la mayoría adscritas a ministerios,

con personería jurídica instrumental y recursos

propios. Como resultado, las nuevas institucio-

nes públicas creadas a partir de mediados de los

ochenta generan un Estado más ampliado (en te-

mas más especializados y diversos que en el pa-

sado) y, a la vez, más atomizado y enmarañado. 

En términos de la generación de empleo en el

sector público, de acuerdo con información del

INEC (Encuestas de Hogares), éste aumentó de

168 mil personas a mediados de los años ochen-

ta a casi 268 mil personas en 2007. A pesar de

que se ha dado un aumento absoluto continuo

en el número de personas empleadas por el sec-

tor público en Costa Rica, en términos relativos

la importancia del empleo público ha venido de-

cayendo: en 1986, la proporción de la población

ocupada en el sector público respecto de la po-

blación ocupada total era cercana al 20 por cien-

to, mientras que ésta se redujo a un 14 por cien-

to al año 2007 (véase el Gráfico 2).

Según el Estado de la Nación (2004), en los

últimos veinte años, en Costa Rica se gestó una

reforma estatal que fue parcial y desbalanceada.

Por un lado, se dieron grandes avances en el pro-

ceso de rendición de cuentas (accountability)

por medio del cual la sociedad somete a los go-

bernantes al control del poder político; y, por el

otro, se amplió la base de reconocimiento y ga-

rantías de los derechos humanos. Sin embargo,

de acuerdo con el citado informe, no se lograron

acuerdos políticos para avanzar en la tercera di-

mensión de la reforma democrática:

[M]ejorar la capacidad institucional y políti-

ca de los gobiernos para satisfacer las cre-

cientes necesidades del desarrollo humano.

Por el contrario, en esta dimensión hubo un

deterioro, tanto en la capacidad de articula-

ción de la acción pública como en los recur-

sos disponibles para ello. En esta dimensión,

el país quedó en “el peor de los mundos”: ni se

aplicaron las estrategias de reforma del Es-

tado promovidas internacionalmente, ni se

evolucionó hacia un modelo alternativo…Así,

a diferencia de América Latina, el cierre de
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4 De las 107 instituciones públicas creadas a partir de 1990, 45 son adscritas a ministerios y otros entes des-
centralizados.
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Fuente: elaboración propia con base en datos del Ins-
tituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).



instituciones fue marginal, lo mismo que el

proceso privatizador. Salvo episodios pasa-

jeros, no hubo reducción absoluta del tama-

ño del Estado, aunque sí relativa…//En resu-

men, lo que distingue el proceso de reforma

del Estado en Costa Rica es el énfasis en la

creación y fortalecimiento de instituciones

administrativas y un desplazamiento de po-

der, desde la esfera de la ejecución y la defini-

ción de normas, hacia la esfera del control ju-

dicial y administrativo y de los mecanismos

para el control del ejercicio del poder y la pro-

tección de los derechos humanos, pero con

una erosión de la base material de la acción

pública para cumplir los mandatos ciudada-

nos. (Estado de la Nación, 2004, pp. 316-317)

Un cambio relevante llevado a cabo a fines de

los años ochenta, en materia de respeto a la

constitucionalidad, fue la creación de la Sala

Constitucional.5 Las potestades de este órgano

jurídico ha ocasionado lo que podría llamarse

una reforma institucional del Estado costarri-

cense, al modificar la forma en que se integran y

articulan los poderes del Estado en su afán por

ejecutar políticas públicas y proteger los dere-

chos de los ciudadanos del país. De acuerdo con

el Estado de la Nación (2004), citando a Echeba-

rría (2000), esta reforma institucional generó

un desplazamiento de poderes en favor del Po-

der Judicial por cuatro aspectos medulares en el

respeto hacia la constitucionalidad del país:

a) el control de constitucionalidad de las nor-

mas de cualquier naturaleza y de los actos

sujetos al Derecho Público,que ha incidido so-

bre la actividad creadora de normas de los po-

deres Legislativo y Ejecutivo, así como sobre

la actividad administrativa del Estado, b) la

potestad de resolver los conflictos de compe-

tencia constitucional entre los poderes del Es-

tado, incluido el Tribunal Supremo de Eleccio-

nes, c) la función consultiva, esto es, la

competencia de conocer consultas previas so-

bre proyectos de reforma constitucional, tra-

tados internacionales o convenios (consulta

preceptiva), y de otros proyectos de ley (con-

sulta facultativa a solicitud de diez diputa-

dos, del Poder Judicial, del Tribunal Supremo

de Elecciones, de la Contraloría General de la

República o del Defensor de los Habitantes),

d) Los recursos de amparo y hábeas corpus.

Es por medio de estas funciones y potestades

que la Sala Constitucional, por medio de su juris-

prudencia, ha establecido limitaciones al funcio-

namiento de los otros poderes de la República de

Costa Rica y, en no pocas ocasiones, ha generado

divergencias y fricciones entre las diversas enti-

dades públicas. El citado informe, citando a Sa-

borío (2004), también indica que la principal ca-

racterística de la reforma del Estado en Costa

Rica, a diferencia de otros países, es:

[E]l amplio desarrollo de la tutela y exigibili-

dad jurídica de los derechos humanos. Los

cambios constitucionales y legales aproba-

dos por la Asamblea Legislativa han recono-

cido nuevos derechos, individuales y difu-

sos, y en el mismo sentido ha obrado la

jurisprudencia de la Sala Cuarta. Por su par-

te, la piedra angular de la ampliación de los

derechos de las personas ha sido el control

especializado de constitucionalidad de la

Sala Cuarta. De hecho, la jurisprudencia

constitucional ha suministrado las herra-

mientas procesales para hacer efectivos de-

rechos fundamentales que ya eran parte del
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5 La Sala Constitucional (también conocida como Sala IV) fue creada en 1989, mediante reforma de los artí-
culos 10 y 48 de la Constitución Política de la República de Costa Rica.
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ordenamiento jurídico, pero que habían care-

cido hasta entonces de un mecanismo que

garantizara su exigibilidad a la administra-

ción activa. En resumen, el Estado costarri-

cense ha pasado del reconocimiento formal

de las libertades públicas y los derechos civi-

les, a la provisión de los mecanismos necesa-

rios para que los derechos políticos,económi-

cos,sociales,colectivos y difusos tengan una

proyección en las políticas públicas, consti-

tuyéndose en límites programáticos al ejerci-

cio del poder, que vienen a complementar los

más tradicionales controles institucionales.

(pp. 318-319)

Debe hacerse notar que, en los últimos quin-

ce años, se ha aprobado una serie de leyes para

respaldar y tutelar los derechos de grupos que

requieren protección especial por su caracterís-

tica de vulnerabilidad, entre los que destacan la

niñez y la adolescencia, adultos mayores, perso-

nas con discapacidad y mujeres. Asimismo, se

produjo una reforma constitucional al artículo

78 de la Constitución Política, para aumentar a

un 6 por ciento del PIB el presupuesto de la edu-

cación nacional; también se declaró que la edu-

cación preescolar sea de carácter obligatorio,

gratuita y costeada por el Estado. Estos son ser-

vicios básicos que pueden clasificarse como

“bienes meritorios”.

Sin embargo, a pesar de que la legislación

costarricense tiende a tener un sesgo a favor de

las garantías (individuales y colectivas) de sus

ciudadanos, esta expansión hacia el reconoci-

miento de los derechos adolece de una seria de-

bilidad, tal como lo apunta el citado informe del

Estado de la Nación (2004):

[S]i bien la mayoría de las leyes (76%) otorga

responsabilidades institucionales para el

cumplimiento de las obligaciones, solo en un

16% de ellas se crean nuevas fuentes de fi-

nanciamiento para que las instituciones

acaten el nuevo mandato…Así, desde la pers-

pectiva de la política pública, la legislación

costarricense es incompleta; reconoce los de-

rechos y las obligaciones del Estado, pero

deja en manos de la Administración la res-

ponsabilidad de definir la base material e

institucional para su concreción. (p. 319)

Al aumentar los derechos ciudadanos y las

obligaciones del Estado, pero sin crearse fuentes

nuevas de recursos para financiar estas funcio-

nes, el Estado ha visto, en términos generales, re-

ducida su disponibilidad de recursos financieros.

De acuerdo con Alfaro (2004), precisamente es el

Poder Ejecutivo el que menos margen de ejecu-

ción ha experimentado en relación con los otros

poderes de la República. La proliferación de insti-

tuciones adscritas (también conocidas como

“atajos” para la ejecución de funciones o recur-

sos públicos, con personería jurídica instrumen-

tal e independencia financiera, aunque sus pre-

supuestos son aprobados por la Contraloría

General de la República) le ha restado maniobra-

bilidad al gobierno central y, a su vez, esto ha ge-

nerado un panorama institucional que dificulta y

mantiene restringidas la coordinación, la planifi-

cación y la ejecución de políticas estatales. Estas

instituciones, adscritas a otras dependencias del

gobierno central, podrían ser también considera-

das como pequeños órganos autónomos.

3. Hacia un sector público 
más eficiente

El papel del Estado en una economía,

y la eficacia con que ejecuta ese papel,

se ven afectados directamente por las

actividades que éste realiza, así como por sus

efectos en el plano macroeconómico, cuando sus

actividades trascienden más allá de los sectores



de actividad económica involucrados. En el ám-

bito netamente económico, su rol puede resu-

mirse en tres tareas primarias: i) Estabilización

macroeconómica, ii) Provisión de normas (insti-

tucionalidad) y iii) Provisión de bienes y servi-

cios. Este documento se concentra en este últi-

mo objetivo, en vista de que los dos primeros

fueron abordados en Mesalles y Céspedes

(2008).6 Dentro de la provisión de bienes y servi-

cios públicos, podemos destacar tres roles dife-

rentes del Estado: 

• El Estado empresario. Por esto se entiende al

Estado como proveedor directo de bienes y

servicios por la vía de la creación de empre-

sas públicas.

• El Estado como proveedor de servicios públi-

cos. Este papel lo realiza por medio de diver-

sas entidades públicas, identificando aquí a

los organismos, programas y proyectos del

gobierno tendientes a proveer servicios a los

ciudadanos o empresas, pasando desde el or-

ganismo fiscalizador de impuestos, adua-

nas, fomento productivo, investigación en

sectores productivos, fomento de las expor-

taciones, defensa del consumidor, de la com-

petencia y de los ciudadanos, infraestructu-

ra pública (carreteras, plazas y parques),

organismos de capacitación, superintenden-

cias (tanto en el ámbito financiero como en

los servicios básicos), etc.

• El Estado como proveedor de servicios bá-

sicos. Se entiende como servicios básicos

el acceso a la educación, salud, vivienda,

seguridad social (previsión, seguros de sa-

lud), así como directamente la provisión de

políticas sociales tendientes a reducir la

pobreza, la marginación y la desigualdad

de oportunidades.

En esta sección se hace un análisis de las im-

plicaciones para la eficiencia económica de las

actividades realizadas por el Estado en la econo-

mía de Costa Rica, en su rol como proveedor de

bienes y servicios públicos.

3.1 El Estado empresario

En el ámbito de las actividades productivas

directas, actualmente Costa Rica tiene presencia

estatal en diversas áreas, tal como puede apre-

ciarse en el Cuadro 2. Aunque la participación fue

mucho más importante en los años setenta,

cuando se tenía un importante número de subsi-

diarias de la Corporación Costarricense de Desa-

rrollo S. A. (CODESA), la cual retrató un énfasis

mucho más intervencionista por parte de los go-

bernantes y políticos de esa época pero que, en la

década de los años ochenta fueron liquidadas,

traspasadas al sector público o privatizadas.

Sector industrial
La actividad del Estado en la producción in-

dustrial se circunscribe a dos empresas, la Refi-

nadora Costarricense de Petróleo (RECOPE) y la

Fábrica Nacional de Licores (FANAL). La prime-

ra es la empresa pública encargada de la impor-

tación, refinación y distribución al mayoreo del

petróleo crudo y sus derivados, en forma de mo-

nopolio, es una entidad de grandes proporciones

y con importantes inversiones en oleoductos y

tanques de almacenamiento de combustibles a

lo largo y a lo ancho del territorio nacional. La
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6 Esta elección refleja un interés por concentrarse en la dimensión microeconómica del problema de moder-
nización del sector público. Ciertamente, el Estado tiene objetivos macroeconómicos (tales como la estabi-
lidad y el crecimiento) e institucionales (como certeza jurídica, protección de derechos), sin duda alguna
también importantes.



justificación política para que esta actividad in-

dustrial forme parte del Estado costarricense

viene dada por su efecto en la generación de em-

pleo, sobre todo en la región de Limón (región

atlántica). Desde el punto de vista de su eficien-

cia, esta empresa lograba en el pasado obtener

cotizaciones que, por su volumen, han sido con-

sideradas como ventajosas para el país, especial-

mente en el marco del Pacto de San José;7 sin em-

bargo, tiene la desventaja de que su régimen de

empleo público es sumamente “dadivoso” (da-

das las grandes ventajas obtenidas por sus em-

pleados mediante las convenciones colectivas),

lo que genera serios cuestionamientos acerca de

su eficiencia.

La Autoridad Reguladora de los Servicios Pú-

blicos (ARESEP), encargada de fijar los precios

de venta de sus productos, en la actualidad no re-

conoce dentro de la “base tarifaria” costos como

los de las convenciones colectivas, lo cual debe

ser absorbido por las utilidades de la empresa y,

de esta forma, costos “ineficientes” no son cu-

biertos por las tarifas fijadas por la ARESEP.

Vale decir que su planta de refinación no se en-

cuentra operando desde hace ya algún tiempo

(años) e igualmente mantiene en planilla a los

empleados contratados para dicha planta; estos

costos tampoco son incluidos dentro de las fija-

ciones tarifarias. En este sentido, la ineficiencia

generada por esta empresa en aquellos rubros

específicos de su operación que sean detectados

por la ARESEP no son trasladados a los usuarios

por medio de mayores precios de los combusti-

bles, lo que implica tener que absorberlos redu-

ciendo sus utilidades.

Si bien la justificación inicial para imponer

un monopolio del Estado en la refinación, im-

portación y distribución de combustibles en el

país puede haber venido por el lado de la estrate-

gia nacional, ésta parece ya no ser válida. Sin
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7 Convenio internacional entre México, Venezuela y Centroamérica para la cotización y suministro del crudo
a precios preferenciales. Sin embargo, en la actualidad este convenio se dejó de aplicar para efecto de los
precios y lo único vigente es lo relacionado al suministro. Los precios a los que se vende el crudo es a los in-
ternacionales.

Cuadro 2. Clasificación del Estado empresario

Estado Actividad Monopólica, Bien Público, Empresa Recauda Genera Sin Justificación 
Empresario Economías de Escala Externalidad Estratégica Fondos Empleo Económica

Sector Industria Recope Fanal

Sector Eléctrico ICE Electricidad, 
CNFL, ESPH, JASEC

Sector Telecom ICE Telecom (Redes) ICE Celular e 
Internet, Racsa

Sector Financiero BNCR, BCR, BCAC, 
BPPC, BICSA

Otros Sectores Correos CR SINART PIMA/Cenada 
(Cultura) (Mayorista Agrícola) INS

Fuente: elaboración propia.
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embargo, el impacto en la generación de empleo

en la zona atlántica del país sí resulta relevante

y, como tal, la eliminación de esta empresa públi-

ca podría tener altos costos políticos para los go-

bernantes de turno.

Sería recomendable, sin embargo, la elimina-

ción del monopolio en la importación y refina-

ción de combustibles, así como en la distribución

al mayoreo de estos productos, para que surja la

sana competencia y mejore la eficiencia del uso

de los recursos en este sector. Recientemente, el

gobierno ha iniciado conversaciones con la Repú-

blica Popular de China a los efectos de construir

una refinería en Costa Rica, capaz de suplir no

sólo las necesidades del país, sino incluso las de

América Central. Sin embargo, no se ha empeza-

do a hablar aún de la posibilidad de que ésta se

constituya en competencia para RECOPE. 

Por otra parte, desde la perspectiva regulado-

ra, sería sano que la ARESEP cambiara su esque-

ma de fijación de precios de combustibles al con-

sumidor. En la actualidad, la ARESEP fija el

precio al que las empresas distribuidoras de ga-

solina al consumidor (“bombas”) deben vender

al público, sin que les sea permitido vender a

precios inferiores al fijado por el ente regulador.

En este sentido, con el fin de fomentar la compe-

tencia, sería recomendable que la ARESEP úni-

camente fijara un precio máximo de venta, de-

jando a los distribuidores vender con un margen

inferior, si así lo desean.

Por su parte, la Fábrica Nacional de Licores

(FANAL), encargada de la fabricación de alcohol

en territorio nacional, también en forma mono-

pólica, tuvo como justificación original razones

de salud pública. En 1853 se decidió que el Esta-

do fuera el único autorizado para producir “gua-

ro” (aguardiente), con el fin de evitar que la po-

blación consumidora de este tipo de bebidas se

intoxicara con el “guaro de saca”, producido por

cualquier persona en lugares no aptos para ello.

Sin embargo, aunque esta justificación pudo ha-

ber sido muy bien intencionada, la realidad es

que el consumo de bebidas alcohólicas clandes-

tinas siempre se ha venido presentando en el

país. En la actualidad, esta justificación no pare-

ce ser sostenible, ya que existe la libre importa-

ción de licores, por lo que esta empresa estatal

se ha considerado una fuerte candidata a ser

vendida al sector privado. Asimismo, también es

cierto que una región rural donde está ubicada

la principal planta productora de la FANAL (Gre-

cia, Alajuela) es la principal beneficiaria de esta

empresa estatal por sus efectos en la generación

de empleo. En este caso, existe un grupo de inte-

rés muy concreto que ejerce una fuerte presión

para que la FANAL no se cierre ni se privatice.

Sus posibles efectos sobre la actividad eco-

nómica pudieron haber sido importantes más

en el pasado que en la actualidad y, realmente, al

día de hoy esta empresa no tiene justificación

para seguir siendo de carácter estatal.

Sector eléctrico
El sector eléctrico (generación, transmisión y

distribución) se inició en Costa Rica a principios

del siglo XX. Sin embargo, es a partir de la crea-

ción del Instituto Costarricense de Electricidad

(ICE) en 1949, que el Estado le encomienda a esta

institución autónoma la tarea de desarrollar las

redes eléctricas en todo el país, con una orienta-

ción solidaria, en la cual todos los habitantes de

territorio nacional tenían derecho al servicio

eléctrico en su domicilio. En ese momento inicia

un proceso de construcción de presas hidroeléc-

tricas (fuente natural en Costa Rica) que genera-

liza los servicios eléctricos en empresas y casas.

Al principio, el ICE actuó como monopolio en la

generación y transmisión eléctrica; con el trans-

curso del tiempo, la distribución fue asignada a

una serie de empresas estatales por zonas geo-

gráficas: el mismo ICE, Compañía Nacional de



Fuerza y Luz (CNFL), Empresa de Servicios Públi-

cos (ESPH), Junta Administrativa del Servicio

Eléctrico de Cartago (JASEC) y algunas cooperati-

vas en otras partes del país.

Costa Rica, históricamente, se ha caracteri-

zado por tener un gran potencial para la genera-

ción hidroeléctrica, siendo ésta la principal

fuente de energía, aunque también se genera

con otras tecnologías como la térmica, la geo-

térmica y la eólica. A inicios de los años noven-

ta, el Estado les permitió a los generadores pri-

vados contribuir con la generación eléctrica,

para lo cual se les abrió una cuota del 30 por

ciento de la capacidad de generación del ICE,

pero manteniendo la obligación de venderle a

este último toda la producción.8 Aunque positi-

vo, sin embargo, con el transcurso del tiempo

los contratos de generación privada fueron

cuestionados por diversas instancias (especial-

mente por la Asamblea Legislativa y la Contra-

loría) y, en consecuencia, a estos generadores

privados no se les ha venido renovando sus con-

cesiones de generación eléctrica, ni se han cre-

ado nuevos contratos.

En general, los segmentos donde se puede

esperar que haya cierto grado de competencia

dentro del sector eléctrico son la generación y la

distribución; el segmento de la transmisión

usualmente es considerado un monopolio natu-

ral, por su alta inversión y sus economías de es-

cala. En razón de esto se puede decir que en el

país existe el potencial de permitir que una ma-

yor proporción de las necesidades de generación

y distribución eléctrica sean aportadas por pri-

vados, complementando así la realizada por el

ICE y demás empresas de la red eléctrica. El ICE,

la CNFL, la ESPH, la JASEC y otras compañías

eléctricas, no es que sean ineficientes per se en

estas actividades; sin embargo, tienen limitacio-

nes para llevar a cabo todas las inversiones que

el país requiere. También es importante promo-

ver que generadores pequeños se unan entre sí y

entren en alianza con otros actores importantes

del mercado para mejorar la eficiencia (calidad y

precios) del suministro eléctrico, sobre todo con

fuentes de energía renovables.

En el siguiente gráfico se muestra el porcen-

taje que representa la generación eléctrica pri-

vada de la generación total nacional, por tipo de

fuente (hidroeléctrica, geotérmica y eólica).

Como puede notarse, durante la última década,

estas proporciones se han estancado. La ener-

gía hidroeléctrica incluso cayó en forma impor-

tante en 2005, aunque se logró recuperar en los

siguientes dos años, llegando a un 12 por ciento

de la generación total de energía eléctrica na-

cional. Los demás tipos de energía eléctrica no

superan el 3 por ciento de la producción energé-

tica nacional.

Es importante indicar que, recientemente, la

Administración Arias Sánchez ha decidido vol-

ver a otorgar concesiones para la generación de

electricidad al sector privado, en vista del proble-

ma energético que ha venido gestando en el país.

Debido a que las inversiones hechas por el sector

público no han sido suficientes para cubrir el au-
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8 Es importante señalar que las leyes 7200 y 7508 (publicadas en octubre de 1990 y en mayo de 1995, respec-
tivamente) abren el mercado de la generación de energía eléctrica al sector privado. Con la primera de ellas
se abrió el mercado de generación hidroeléctrica y con la segunda se abrió el mercado a la generación de
energía hidráulica, geotérmica, eólica y de cualquier otra fuente no convencional, siempre que las plantas
no superen los 50 mil Kw de potencia. Además, el ICE tiene la restricción de no poder comprar más del 30
por ciento de la capacidad de generación total del sistema eléctrico nacional por cada uno de los tipos de
energía (esto es, si el país produjera 100 en energía eólica total, incluyendo fuentes privadas y empresas pú-
blicas, se podría comprar, como máximo, 30).



mento en la demanda energética nacional, se ha

tenido que recurrir a la generación térmica (a

base de hidrocarburos), lo cual ha sido costoso

para el país, en momentos en que los precios del

petróleo han escalado fuertemente.9

Sector telecomunicaciones
Las telecomunicaciones en Costa Rica se de-

sarrollaron a partir de 1963, cuando el Estado

decidió impulsarlo como un sector estratégico

para el bienestar de la sociedad. Desde un inicio

fue concebido como un monopolio natural, cuya

operación estaría a cargo de la división de teleco-

municaciones del Instituto Costarricense de

Electricidad (ICE-Tel), además de tener a su car-

go todo lo referente al desarrollo eléctrico men-

cionado previamente.

Aunque la situación en los 60 en Costa Rica

era bastante crítica, en términos de sus indica-

dores de telefonía, luego de pocos años de fun-

cionamiento y de desarrollo de la red de teleco-

municaciones, el ICE logró posicionarse como

una de las empresas estatales más importantes

de la región centroamericana. Sin embargo, con

el paso de los años y el advenimiento de las tec-

nologías inalámbricas, la justificación de que

existía un monopolio natural en telecomunica-

ciones dejó de ser válida. Los rápidos avances

tecnológicos que se dan en este sector, junto con

las restricciones típicas que tiene una institu-

ción pública para actuar en materia de contrata-

ciones, y los retrasos en la aprobación de cam-

bios en la legislación para adaptarse a las

nuevas tecnologías, han hecho que el país haya

sufrido un estancamiento en materia de teleco-

municaciones con respecto a los países vecinos.

Como resultado de la aprobación el 7 de octubre

de 2007 del Tratado de Libre Comercio entre Re-

pública Dominicana, América Central y los Esta-

dos Unidos de América (CAFTA), mediante un re-

feréndum, la Asamblea Legislativa está por

aprobar una nueva ley de apertura de las teleco-

municaciones, en la que se elimina el monopolio

estatal en este sector.

Es de esperar que, con la competencia del

sector privado en telefonía celular, servicios de

Internet y telefonía internacional, la eficiencia

mejore y Costa Rica logre dar un salto importan-

te en cuanto a los indicadores de desarrollo que

en este sector de comunicaciones se han venido

rezagando desde hace alrededor de diez años

(cuando los países de América latina realizaron

sus aperturas).
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9 En el país ha habido una polémica en cuanto a las causas por las cuales se generó el faltante eléctrico. Por
un lado, algunos lo atribuyen a las restricciones presupuestarias impuestas al ICE por los gobiernos de años
recientes, que no le permitieron a la institución llevar a cabo todas las inversiones que se requerían. Por otro
lado, están quienes argumentan que el ICE no ha tenido rezagos importantes en la construcción de nuevas
plantas hidroeléctricas, por problemas internos, agravado por un mal cálculo de la nueva demanda eléctri-
ca del país, sobre todo relacionada con el auge inmobiliario de años recientes. Muy probablemente la causa
del faltante sea una combinación de ambos argumentos.
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Gráfico 3. Generación eléctrica
privada por fuente, 1998-2007 (En

porcentajes de la generación nacional total)

Fuente: elaboración propia con base en datos de la
ARESEP.



Otro punto por tomar en cuenta acerca de la

eficiencia en este sector es que el ICE (electrici-

dad y telecomunicaciones) es un gran genera-

dor de empleo, habiéndose convertido los sindi-

catos que representan a sus empleados en

grupos de interés con fuerte poder político den-

tro del país. Estos sindicatos, junto con otros

del sector público, han sido los más férreos

opositores a la apertura de las telecomunica-

ciones (y, en general, de la economía). Durante

el año 2000, la Administración Rodríguez

Echeverría trató de pasar una ley de apertura

del ICE, incluyendo una de fortalecimiento del

ICE y otra para la reforma del sector eléctrico

(conocido popularmente como “Combo del

ICE”). Sin embargo, la fuerte oposición sindical

y de un sector de la población hizo que este pro-

yecto de ley (que ya había recibido la primera

de dos votaciones en el Congreso) fuera sacado

de la corriente legislativa.

Se espera que el actual proyecto de apertura

de telecomunicaciones, en conjunto con el pro-

yecto de modernización del ICE, logren su paso

exitoso dentro de la Asamblea Legislativa y que,

finalmente, el país cuente con una ley marco de

telecomunicaciones que permita ordenar el sec-

tor y hacer surgir una competencia sana en celu-

lares, Internet y telefonía internacional para que

la sociedad como un todo mejore su competitivi-

dad mediante aumentos en la cantidad y calidad

del servicio.

Sector financiero
El sector financiero en Costa Rica cuenta con

la participación del Estado por medio de tres ban-

cos comerciales: Banco Nacional de Costa Rica

(BNCR), Banco de Costa Rica (BCR) y Banco Crédi-

to Agrícola de Cartago (BCAC); así como por me-

dio de un banco con características diferentes a

los anteriores: Banco Popular y de Desarrollo Co-

munal (BPDC), también denominado “banco de

los trabajadores”, pues recibe ingresos por apor-

tes obligatorios de las planillas de todos los traba-

jadores (ahorro forzado, aunque luego es devuelto

a los ahorrantes) y estos aportes lo utilizan para

financiar sus inversiones y flujo de caja.10

En Costa Rica, a partir de 1948, mediante el

decreto ley n° 71, se estableció la “nacionaliza-

ción bancaria” (esto es, la estatización de todos

los bancos privados) y se decretó, a su vez, la mo-

nopolización de los depósitos del público (depó-

sitos en cuenta corriente a la vista).11 Los bancos

estatizados en esta fecha fueron el BCR, el Ban-

co Anglo Costarricense (BAC) y el BCAC; por su

parte, el Banco Lyon S.A., constituido en 1943,

no fue sujeto a esta expropiación por cuanto era

una entidad de capital privado, sin funciones

propias de banca comercial, como sí las tenían

los primeros tres bancos mencionados. En el

caso del BNCR, éste fue estatal desde sus inicios

(1914), por lo que no le aplicaba el citado decreto.

De esta forma, el Estado contaba a mediados del

siglo XX con un sector bancario estatizado.12
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10 En 1969, mediante la Ley n° 4351, al sentirse en la sociedad la necesidad de contar con una institución que
solucionara los problemas de índole financiera a la clase trabajadora, se transformó el Monte Nacional de
Piedad en un fondo de ahorro capitalizado y un banco obrero. Posteriormente, esta ley fue reformada por la
Ley n° 5435 en 1973, dando origen al BPDC.

11 Para un análisis más profundo del proceso de la nacionalización de la banca en Costa Rica, ver (González-
Vega y Mesalles (1993).

12 Debe indicarse que el Banco Anglo Costarricense se mantuvo como institución estatal hasta septiembre de
1994, cuando cerró sus operaciones; debido a que el banco acumuló importantes pérdidas como consecuen-
cia de inversiones en bonos del gobierno de Venezuela, las cuales resultaron, a la postre, transacciones frau-
dulentas.



En el citado decreto ley, el argumento dado

para justificar al Estado para proceder de esa

manera fue simplemente el de “interés público”.

Los depósitos que captaban los bancos privados

se consideraban como bienes públicos, que debí-

an ser administrados por bancos que otorgaran

crédito con criterios conveniencia para el desa-

rrollo del país. Así se suponía que los bancos es-

tatales financiarían el desarrollo del nuevo mo-

delo de industrialización que se gestó a partir de

los cincuenta, al igual que a los campesinos de

zonas rurales, supuestamente olvidadas por los

bancos privados que existían previos a la estati-

zación. Esto motivó a su nacionalización y vino

a reforzar la tarea que ya, previamente, estaba

realizando el BNCR en el campo agropecuario.13

Los principales elementos tomados en cuenta

para llevar a cabo la nacionalización de la banca

privada fueron:14

a) Que todas las actividades agrícolas, indus-

triales y comerciales, dependen vitalmente

del crédito bancario, cuya orientación es de-

terminante del progreso o estancamiento

del país.

b) Que las funciones económicas de gran mag-

nitud no deben estar en manos particulares,

sino que constituyen, por su propia naturale-

za, una función pública.

c) Que las actividades de los bancos particula-

res no consisten exclusivamente en la coloca-

ción de sus propios recursos, sino que movili-

zan el ahorro nacional y las disponibilidades

financieras del país, representadas por los de-

pósitos del público.

d) Que las grandes utilidades de los bancos, ga-

rantizadas por el Estado y por el ordena-

miento social, no deben pertenecer a los ac-

cionistas que representan una parte minori-

taria del capital movilizado, sino que deben

convertirse en ahorro nacional, cuya inver-

sión debe estar dirigida por el Estado.

Otra entidad bancaria, propiedad original-

mente de los cuatro bancos estatales (BNCR,

BCR, BCAC y BAC), el Banco Internacional de

Costa Rica (BICSA) fue creada dentro del dere-

cho privado en 1976 como una sociedad anóni-

ma, con el único objetivo que fuera la extensión

internacional de estos bancos estatales. BICSA

inició operaciones con una oficina de represen-

tación en Panamá en 1978 y, en 1983, en Mia-

mi. En 1987, como complemento a sus sucursa-

les internacionales, BICSA decidió convertir la

oficina en Costa Rica en un banco privado cos-

tarricense (aunque de derecho público por es-

tar sus acciones en un ciento por ciento en ma-

nos del Estado).

Las reformas financieras ocurridas a partir

de los años noventa eliminaron el monopolio es-

tatal del manejo de los depósitos del público

(cuentas corrientes a la vista), fomentando

mayor competencia en el sistema bancario na-

cional, cuya presencia de bancos privados (y

recientemente transnacionales) se hizo signifi-

cativa a mediados de la década de los años no-

venta. Específicamente, la reforma más signifi-

cativa se dio mediante la Ley Orgánica del

Banco Central, Ley 7558, que creó la Superin-

tendencia de Entidades Financieras (SUGEF)

como supervisor del sistema bancario nacional

y, mediante el artículo 162 de dicha ley, se refor-

mó la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacio-

nal (Ley 1644 de 1953), por medio de la cual se

establecieron las siguientes disposiciones ten-
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13 El BNCR, fundado a principios del siglo XX, le permitió al Estado materializar la idea de contar con un ban-
co cuyos objetivos fueran dirigidos hacia el desarrollo agrario.

14 Véase Asociación Bancaria Costarricense (1997), p. 10.



dientes a “nivelar la cancha” entre bancos esta-

tales y privados:15

a) Se permite el acceso de los bancos privados

al redescuento con el Banco Central, modifi-

cándose el artículo 58 de dicha ley.

b) Se permite el acceso de los bancos privados a

los depósitos en cuenta corriente, por modifi-

cación del artículo 59.

c) Se permite a los bancos privados recibir de-

pósitos y otras captaciones en moneda na-

cional o extranjera, por modificación del ar-

tículo 60.

d) Según las disposiciones transitorias, los

bancos privados entrarán a operar con divi-

sas a partir de la publicación de las reformas

a la ley en La Gaceta y podrán trabajar con

cuentas corrientes a partir del mes de sep-

tiembre de 1996.

De esta forma, la participación y competen-

cia de los bancos privados se empezó a dar de

forma más efectiva a partir de mediados de la

década de los noventa, al mejorar las condicio-

nes de acceso al redescuento por parte del

BCCR, permitirles el acceso a los depósitos del

público (a la vista), así como realizar transaccio-

nes en divisas, entre otras. A pesar que el grado

de profundización financiera del país se ha vis-

to incrementado a partir de la participación de

la banca privada, los márgenes de intermedia-

ción no se han visto reducidos dentro del siste-

ma financiero. El siguiente gráfico muestra el

margen de intermediación del Sistema Finan-

ciero Nacional (SFN), tanto en moneda nacional

como en moneda extranjera. Tal como puede ob-

servarse, el margen de colones no ha tendido a

la baja desde mediados de los noventa hasta

2007; ocurriendo lo mismo para el margen de

intermediación en moneda extranjera. Como

factores explicativos se pueden mencionar la

prevalencia de una banca estatal dominante en

el mercado (cerca del 50 por ciento de los crédi-

tos y depósitos), tasas de interés reales elevadas

y un nivel de inflación alejado de los niveles in-

ternacionales (mayor al 10 por ciento), así como

el cobro de un peaje a los bancos privados por

captar depósitos del público.16

Dado que los bancos estatales actualmente

actúan mayoritariamente como bancos comer-

ciales, es difícil encontrar una justificación de
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Gráfico 4. Margen de intermediación
financiera del SFN 1995-2007
(Porcentajes para moneda nacional y de

moneda extranjera)

Nota: según la metodología M5 del Banco Central de
Costa Rica, definido como: (Ingreso Financiero/Acti-
vo Productivo)-(Gasto Financiero/Activo Financiero)

Fuente: Banco Central de Costa Rica, 2008.

15 Véase Asociación Bancaria Costarricense, ABC (1997), p. 14.

16 El hecho de que los bancos estatales aún dominen el mercado bancario costarricense, hace que actúen como
oligopolio, fijando precios elevados, suficientes para cubrir las ineficiencias internas que aún pueden man-
tener. Si bien la banca estatal ha hecho un esfuerzo por modernizarse y buscar eficiencias en lo interno, aún
prevalecen restricciones de contratación tanto de compras, de contratos de servicios, como de personal. La
banca privada actúa, en buena medida, como seguidor de precios en el mercado, manteniendo un margen
de intermediación elevado.



peso para que éstos sigan siendo estatales. Uni-

camente quedan algunos resabios de los deseos

de actuar como “banca de desarrollo”, promo-

viendo el acceso al crédito y otros servicios fi-

nancieros en zonas geográficas alejadas, o gru-

pos que no son atendidos adecuadamente por la

banca privada, como los micro y pequeños em-

presarios. Recientemente se analizó la posibili-

dad de fusionar los tres bancos estatales (BNCR,

BCR y BCAC) en uno solo, con el fin de que tenga

mejores condiciones para competir con los me-

gabancos internacionales que han llegado re-

cientemente al país (Scotiabank, HSBC, GE Mo-

ney y CITIBANK); pero esto no ha rendido

acciones concretas. No se discute, sin embargo,

la posibilidad de privatizar alguno de estos ban-

cos estatales, con el fin de lograr aumentar el ni-

vel de competencia en el sistema y así mejorar la

eficiencia, al tiempo que el Estado saldría de una

actividad en la que quizá con a lo sumo un ban-

co podría cubrir sus ideales hacia el interés pú-

blico, como lo sería una banca de desarrollo.

Otros sectores
Conviene reseñar, sólo de forma muy breve,

que otras empresas públicas en Costa Rica in-

cluyen el Instituto Nacional de Seguros (INS),

institución autónoma creada como monopolio

estatal desde 1924 en el campo de los seguros.

Destaca también la empresa pública Correos de

Costa Rica S.A., que aunque existía como insti-

tución pública desde el siglo XIX, fue transfor-

mada en empresa en 1998. Además, aparece el

Programa Integral de Mercadeo Agropecuario

(PIMA), institución pública perteneciente al sec-

tor agropecuario, órgano descentralizado con

personería jurídica y patrimonio propio, cuya fi-

nalidad es introducir mejoras a los sistemas de

mercadeo y comercialización de productos pere-

cederos.17 El Centro Nacional de Abastecimiento

y Distribución de Alimentos (CENADA) se con-

vierte en el primer proyecto ejecutado por el

PIMA, el cual inició operaciones el 23 de abril de

1981 y se constituye en la única Central Mayoris-

ta de frutas, hortalizas y productos del mar de

Costa Rica. Finalmente, se tiene también al Sis-

tema Nacional de Radio y Televisión (SINART),

encargado de fomentar la cultura costarricense

por medio de la radio y la televisión.

3.2 Servicios públicos

En su función de proveedor de servicios pú-

blicos, el Estado puede cumplir varias funcio-

nes. Como se dijo anteriormente, los bienes y

servicios públicos son aquellos cuya existencia

no está sujeta a los principios de rivalidad o ex-

clusión. Eso es, una vez producidos, cualquier

ciudadano puede gozar de él sin que su disfrute

afecte el de los demás, ni que nadie pueda que-

dar excluido de su disfrute. En ese sentido, el Es-

tado costarricense cuenta con varias institucio-

nes que, en su momento, fueron creadas con la

idea de suplir bienes o servicios públicos. En

esta sección se hace una enumeración de dichas

instituciones, analizando si la función que hoy

día cumplen se apega a la justificación para su

creación y si es posible producir el mismo bien o

servicio público bajo un esquema de mayor efi-

ciencia en el uso de recursos que el actual. Para
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17 La génesis del PIMA se remonta a 1972, cuando dentro del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal (FAM)
se establece un programa con técnicos de varias instituciones nacionales y la asesoría de técnicos de la Uni-
versidad Estatal de Michigan, EE.UU. Estos técnicos debían atender las solicitudes planteadas por diferen-
tes municipalidades (gobiernos locales o ayuntamientos) para la remodelación o construcción de sus mer-
cados detallistas.
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esto se dividirán las instituciones estatales pro-

veedoras de servicios públicos en dos categorí-

as: i) productoras de infraestructura, ii) institu-

ciones que velan por el cumplimiento del impero

de la ley y iii) las que promueven algún sector es-

pecífico de la economía.

Productoras de infraestructura
Tradicionalmente, el Estado se ha encargado

de la producción y mantenimiento de la infraes-

tructura de un país, al considerarse que es bien

o servicio público. En el sentido estricto de la de-

finición de un bien público, sólo las carreteras

pueden ser consideradas como tales, ya que, una

vez construidas, el servicio puede ser disfrutado

por cualquier persona (no aplica el principio de

exclusión). En el caso de otro tipo de infraestruc-

tura, como puertos, aeropuertos o ferrocarriles,

si bien no pueden considerarse como bienes pú-

blicos, estrictamente hablando, el Estado ha ju-

gado un rol importante en su provisión, ya que

su construcción usualmente es de grandes di-

mensiones (existen economías de escala y altas

inversiones) y su provisión genera externalida-

des positivas para el resto de la economía.

Como proveedor de infraestructura, el Esta-

do costarricense cuenta con varias instituciones

públicas. En lo que se refiere a administración

de puertos, están el Instituto Costarricense de

Puertos del Pacífico (INCOP) y la Junta de Admi-

nistración Portuaria y de Desarrollo Económico

de la Vertiente Atlántica (JAPDEVA). Para la ope-

ración de los ferrocarriles está el Instituto Cos-

tarricense de Ferrocarril (INCOFER); mientras

que para la construcción y mantenimiento de ca-

rreteras están el Consejo Nacional de Vialidad

(CONAVI) y el Consejo Nacional de Concesiones

(CNC), ambas instituciones adscritas al Ministe-

rio de Obras Públicas y Transportes (MOPT).

Además, existe el Servicio Nacional de Aguas

Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA),

encargado, como su nombre lo indica, de los ca-

nales de riego en diversas zonas geográficas (es-

pecialmente en Guanacaste).

En Costa Rica es función del MOPT el plani-

ficar, construir, mejorar y mantener los puertos

marítimos. Para su administración fueron crea-

dos el INCOP, encargado de los puertos en el Pa-

cífico, y JAPDEVA, que además de administrar el

único puerto en el Atlántico (Complejo Limón-

Moín), tiene la función de ayudar al desarrollo

de la región atlántica. Hasta recientemente, es-

tas dos instituciones públicas habían sido en-

cargadas de operar exclusivamente los puertos

marítimos. Sin embargo, en agosto de 2006, lue-

go de un tortuoso proceso, se logró finiquitar la

concesión del servicio de operación del puerto

de Caldera en el Pacífico a un consorcio privado.

Con sólo el ingreso de este consorcio y aún sin

construir una nueva terminal granelera que con-

templa el contrato de concesión, la eficiencia del

puerto aumentó significativamente, logrando

descargar una mayor cantidad de contenedores

y barcos graneleros en un menor tiempo.

Para la operación de los ferrocarriles, en

1985 se creó el INCOFER, para unificar la opera-

ción de los trenes al Pacífico y al Atlántico en

una sola institución (anteriormente eran dos

instituciones públicas separadas). Sin embargo,

en 1995 el gobierno decidió terminar la opera-

ción de los ferrocarriles debido a que estos no

eran financieramente viables. El INCOFER fue

reducido a unos pocos empleados casi de inme-

diato, pero sin haber sido cerrado. Al poco tiem-

po del cierre del ferrocarril, aumentó de manera

considerable el congestionamiento de las carre-

teras con camiones de carga, por lo que la idea de

volver a poner en operación los ferrocarriles ha

venido tomando fuerza. Desde entonces se han

hecho intentos por concesionar esta operación

al sector privado, pero no se ha logrado concre-

tar nada. Al día de hoy, únicamente funciona
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una línea del tren urbano para pasajeros y otra

para el transporte de carga en el Atlántico, am-

bas operadas por la institución estatal.

La construcción y mantenimiento de las ca-

rreteras nacionales está a cargo del MOPT, para

lo cual este cuenta con dos instituciones públicas

adscritas, el CONAVI y el CNC. El primero, creado

en 1998, se encarga de administrar un Fondo Vial

para el mantenimiento y construcción de la red

vial nacional. Este fondo se nutre de un impues-

to específico a los combustibles, una parte del

impuesto a la propiedad de vehículos, los dineros

recaudados en los peajes de las autopistas, así

como de empréstitos que decida tomar o de re-

cursos que el mismo MOPT decida trasladarle.

Por muchos años, sin embargo, el Ministerio de

Hacienda, en la práctica, no le trasladó todos los

recursos que le correspondían al Fondo Vial, por

lo que la labor de mantenimiento de carreteras se

vio limitada y la construcción de nuevas obras

fue prácticamente inexistente.

El Consejo Nacional de Concesiones (CNC) es

otra institución pública que no ha tenido éxito

en su labor de proveer un servicio público ade-

cuado. Creada desde 1994, al día de hoy única-

mente se han podido conceder dos obras en con-

cesión. Una, el Puerto de Caldera, mencionado

arriba, único caso que se puede poner como un

ejemplo exitoso. La otra concesión es la del Aero-

puerto Internacional Juan Santamaría, la que ha

estado envuelta en una serie de discusiones le-

gales y financieras desde su concesión a una

compañía privada en el año 2001. Esto ha resul-

tado en que, al día de hoy, no se haya terminado

la ampliación del aeropuerto que forma parte de

la concesión, limitando así la eficiencia de la

operación del mismo, al punto que existen altas

probabilidades de que el gobierno y el operador

del aeropuerto finiquiten el contrato antes de su

terminación para que su operación vuelva a ma-

nos del primero.

Proveedor del Imperio de la Ley
El Estado costarricense, como proveedor de

reglas claras, ha creado una serie de institucio-

nes cuyo objetivo principal es la creación de con-

diciones más favorables para la operación ade-

cuada de los mercados. En 1995, se promulgó la

Ley de Promoción de la Competencia y Defensa

Efectiva del Consumidor, la cual creó la Comi-

sión Nacional del Consumidor y la Comisión

para Promover la Competencia. Estas dos enti-

dades han sido muy activas en recibir y tramitar

denuncias de consumidores que ven maltrata-

dos sus derechos, especialmente por parte de co-

merciantes, o de empresas que han visto limita-

da su posibilidad de participar en el mercado por

parte de algún competidor que esté realizando

prácticas monopolísticas. En efecto, si bien el

rol sancionatorio de estas instituciones puede

ser limitado en ocasiones, han tenido un impac-

to importante en promover reglas de competen-

cia más justas dentro de los mercados.

A partir de la década de los 80, el sistema fi-

nanciero costarricense sufrió una transforma-

ción importante, al permitir que el sector priva-

do incursionara en el mismo y que la mentalidad

reguladora e intervencionista de los bancos es-

tatales cambiara hacia una de mayor competen-

cia dentro del sistema y servicio al cliente. Al

mismo tiempo, se vio la necesidad de reforzar el

sistema de supervisión financiera, con el objeti-

vo de velar por una adecuada operación del mer-

cado y darles mayor protección a los clientes del

sistema, principalmente mediante la reducción

de riesgos sistémicos que pudieran poner en pe-

ligro los ahorros del público. Es así como se cre-

aron superintendencias para las entidades fi-

nancieras (SUGEF), valores (SUGEVAL) y

pensiones (SUPEN) y el Consejo Nacional de Su-

pervisión del Sistema Financiero (CONASSIF).

Finalmente, en este grupo de instituciones

estatales que velan por el Imperio de la Ley se en-
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cuentra la Autoridad Reguladora de Servicios

Públicos (ARESEP). Esta se encarga de fijar los

precios o tarifas de los servicios brindados en

forma monopolística por otras instituciones es-

tatales (energía, telecomunicaciones, agua), así

como los servicios de transporte público (buses,

taxis, etc.). Esta institución debería jugar un pa-

pel muy importante en la fijación de precios que

se asemejen a los que prevalecerían en un mer-

cado de competencia, para aquellos casos en que

se ha definido que algún servicio debe ser pro-

visto de manera monopólica por el Estado. Sin

embargo, tradicionalmente la ARESEP ha pues-

to tarifas bajo un esquema de “servicio al costo”

(cost-plus), buscando que la institución pueda

cubrir sus costos de operación con las tarifas

que recauda, pero no se ha tomado en cuenta, en

muchos casos, la calidad del servicio brindado,

la eficiencia con que la institución utiliza los re-

cursos, o las posibles necesidades de inversión a

futuro que se requieren para mantener un balan-

ce entre calidad y precio adecuado.

Promotor de sectores
El Estado costarricense ha jugado un rol im-

portante en la promoción de diversos sectores

productivos del país. En algunos casos, las insti-

tuciones que se han creado bajo este concepto se

dedican, sobre todo, a la promoción de la investi-

gación de mejores prácticas productivas o nue-

vos productos, y la búsqueda de nuevos merca-

dos para los productos (especialmente a nivel

internacional). En otros casos, los servicios que

brindan las instituciones son más de interés

gremial que un servicio público dado por el Esta-

do. Entre las instituciones creadas con el objeti-

vo de promover sectores, se encuentran:

• Instituto del Café de Costa Rica (ICAFE)

• Consejo Nacional de Producción (CNP)

• Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología

(CONICIT)

• Instituto Nacional de Fomento Cooperativo

(INFOCOOP)

• Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultu-

ra (INCOPESCA)

• Promotora de Comercio Exterior de Costa

Rica (PROCOMER) Junta de Fomento Salinero

• Junta de Fomento Avícola

• Junta Nacional de la Cabuya

• Liga Agrícola Industrial de la Caña (LAICA)

• Corporación Bananera Nacional (CORBANA)

• Corporación Arrocera Nacional (CONARROZ)

• Corporación de Fomento Ganadero (CORFOGA)

• Corporación Hortícola Nacional

• Academia Nacional de las Ciencias

3.3 Los servicios básicos

En su función como proveedor de servicios

básicos se considera que el Estado debe partici-

par activamente en la provisión de ciertos servi-

cios considerados como indispensables para la

subsistencia de los hogares en la sociedad. La

definición de estos servicios puede variar de un

país a otro, dependiendo de lo que cada uno con-

sidere debe ser ese nivel “básico” que todo hogar

debe contar, dependiendo de aspectos culturales

o históricos. En Costa Rica se ha considerado

como básico, por ejemplo, la provisión de agua

potable y seguro de salud para toda la población

(indispensable para lograr niveles de salud acep-

tables), educación primaria gratuita para los ni-

ños y electrificación de zonas rurales alejadas.

La provisión de estos servicios se ha mantenido

en manos del Estado, mayoritariamente, por mu-

chos años. Sin embargo, los arreglos institucio-

nales que se pueden usar en cada caso pueden

diferir y cada uno de ellos puede llevar a distin-

tos grados de eficiencia en el uso de los recursos.

En esta sección se analizan dos casos de pro-

visión de servicios básicos por parte del Estado:

i) los servicios de salud y ii) los servicios de acue-



ductos y alcantarillados. Ambos servicios se

considera que han sido fundamentales en el lo-

gro de buenos indicadores de salud que goza el

país. Sin embargo, los arreglos institucionales

tienen diferencias importantes y son suscepti-

bles mejoras en ambos casos, con el fin de lograr

las mismas metas con un mejor uso de los recur-

sos disponibles.

Sector salud
El sector salud de Costa Rica se ha distingui-

do a nivel latinoamericano por sus buenos indi-

cadores de desempeño. De acuerdo con el Repor-

te de la Organización Mundial de la Salud de

2000 (WHO, 2000), Costa Rica se ubicaba en la

posición 45 de 191 países en el indicador global

de logro de metas (attainment), superado en la

región únicamente por Chile, Cuba y Colombia.

En el momento de analizar la eficiencia del

gasto público en salud, debe tomarse en cuenta

no sólo los logros obtenidos, sino también el ni-

vel y la composición de dicho gasto. Según el re-

porte WHO (2000), Costa Rica gasta 8,7 por cien-

to del PIB en salud. A diferencia de muchos

países, la mayor parte del gasto en salud que se

hace en Costa Rica es hecho por el sector públi-

co (77 por ciento).

En una estimación econométrica hecha por

Evans et al. (2000) acerca de la eficiencia en pro-

ducir salud por parte de los sistemas de salud de

191 países, Costa Rica se ubica en la posición 25,

segundo para América latina, detrás de Chile. El

modelo toma el indicador de esperanza de vida

saludable (DALE) como el resultado de la produc-

ción de salud de un país y lo relaciona con el gas-

to total en salud, tanto privado como público (en

términos de dólares corregidos por la paridad

del poder de compra) y el nivel de educación de

cada país.

En un trabajo paralelo al de Evans et al.

(2000), Tandon et al. (2000) toma como varia-

ble resultado no sólo la obtención de la salud

de cada país sino un índice compuesto por

otros indicadores relacionados estrechamente

con las metas que debe tener un sistema de sa-

lud, a saber:

a) que la mejora en la salud sea para toda la po-

blación, 

b) que el sistema de salud corresponda a las ex-

pectativas de la población, 

c) que el financiamiento y el riesgo financiero

de protección del sistema sea “justo”, en el

sentido que las familias pobres no tengan

que pagar un porcentaje más alto de su gasto

discrecional en salud que las familias ricas, y

que todas las familias estén protegidas con-

tra pérdidas financieras catastróficas rela-

cionadas con enfermedades.

Bajo este modelo de medición, Costa Rica

también muestra un alto grado de eficiencia en

el uso de los recursos para lograr los buenos in-

dicadores que tiene. Se ubica en la posición 36,

únicamente superado en América latina por Co-

lombia y Chile.

La Caja Costarricense del Seguro Social

(CCSS), como ejecutora, y el Ministerio de Salud,

como rector, son las principales instituciones

estatales encargadas de la salud pública en Cos-

ta Rica.18 La CCSS fue creada mediante la Ley

No. 17, de 1941, primero como institución se-

miautónoma y en 1943 transformada en autóno-

ma. En un principio, su objetivo era atender a la

población obrera del país y más tarde se fueron
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18 Según el reporte WHO 2000, el 84 por ciento del gasto público en salud en Costa Rica es hecho por la CCSS.
Esto significa que el gasto hecho por dicha institución representa el 65 por ciento del gasto total en salud
del país.



agregando a su cobertura otro tipo de trabajado-

res, hasta que en 1961 se aprueba la universali-

zación de los seguros sociales del país a cargo de

la CCSS.

Poco a poco, además, la CCSS ha ido asu-

miendo funciones del sector salud. En 1973 asu-

me la administración de los hospitales, anterior-

mente administrados por el Consejo Técnico de

Asistencia Medico Social (financiados con fon-

dos de la Junta de Protección Social de San José

y el Estado) y en 1975 asume la administración

del Sistema de Pensiones del Régimen no Con-

tributivo (para los ciudadanos de bajos recur-

sos). En 1982 se inicia el proceso de integración

de servicios entre la CCSS y el Ministerio de Sa-

lud y en 1993 la CCSS asume en forma integral la

prestación de servicios a los ciudadanos (promo-

ción de la salud, prevención de la enfermedad,

curación y rehabilitación).

En 1988, la CCSS inicia un proceso de refor-

ma interna, que incluye la aprobación de una ley

mediante la cual se les otorga a los hospitales y

clínicas una mayor autonomía en la gestión pre-

supuestaria, contratación administrativa y ad-

ministración de los recursos humanos. Se crean,

además, las Juntas de Salud, que funcionan

como entes auxiliares de los hospitales y clíni-

cas. Con estas reformas se pretendía mejorar la

atención, promover la participación ciudadana

en los servicios de salud y la introducción de sis-

temas que, por medio de incentivos, lograran au-

mentar la eficiencia en el uso de los recursos.

Dentro de las reformas hechas a partir de

1988, la CCSS introduce un esquema novedoso

mediante la creación de cooperativas de aten-

ción integral de salud, con el fin de buscar mejo-

ras en la calidad y eficiencia en los servicios de

salud. Este esquema mixto se trata de un esque-

ma de cooperación público-privado (Public-Pri-

vate Partnership, PPP), mediante el cual los cen-

tros de salud de algunas regiones del país son

entregados a los trabajadores de los mismos,

junto con los miembros de la comunidad que

atienden, para su administración. En el caso de

Costa Rica se escogió darle participación al sec-

tor privado en la provisión de servicios de salud

por medio de cooperativas, al considerarse que

este sería un esquema más aceptable por parte

del público que la privatización de los centros.19

La idea de este esquema es darles un mayor

incentivo a los trabajadores de los centros de sa-

lud para operar de manera eficiente, con mayor

atención en la calidad de atención a los pacien-

tes y sin tanto desperdicio de recursos. Parte de

los problemas de atención en la CCSS se relacio-

nan con la estabilidad de los funcionarios en

sus puestos, sin relación alguna con su rendi-

miento, una carrera funcionaria condicionada

por la antigüedad y no por el merito, los largos

procesos para cesar un funcionario, la imposi-

bilidad de elección médica por parte de los pa-

cientes. Estas amarras institucionales han de-

vengado en prácticas de corrupción y bajos

rendimientos de parte de los empleados de la

institución, que obligaron a buscar mecanis-

mos alternativos para incentivar a los funciona-

rios a actuar de manera diferente.20

El esquema está diseñado de manera que la

CCSS aporta las instalaciones y el equipo ini-

cialmente, el cual es entregado a la cooperativa
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19 Véase Sojo (1998).

20 Sojo (1998) menciona, por ejemplo, que la práctica de los ‘biombos’ mediante la cual un médico cobra al ase-
gurado de la CCSS por atenciones, principalmente intervenciones quirúrgicas, realizadas en las instalacio-
nes públicas, era una práctica común a fines de los setenta. En 1977, menciona, se había detectado que un
35 por ciento de los procedimientos caros habían tenido una entrada en emergencia, donde tampoco habí-
an sido registrados.



para su mantenimiento, reparación y adquisi-

ción de nuevo equipo. Los trabajadores del cen-

tro de salud se organizan en forma de coopera-

tiva de dos formas, ya sea autogestionaria, es

decir, que solo se permite la asociación de los

trabajadores, o de cogestión, en que participan

como socios y dueños los trabajadores y la co-

munidad que recibe los servicios.21 La CCSS

paga mensualmente por los servicios prestados

por las cooperativas de acuerdo a la cantidad de

pacientes atendidos, y según la calidad de servi-

cios brindados. Para ello se mantiene una Re-

serva de Garantía, la cual se cancela una vez

que la CCSS comprueba que todos los servicios

por los cuales está pagando en realidad se ofre-

cieron, por medio de la realización de encuestas

de satisfacción de los pacientes y estadísticas

de cobertura de la población atendida.

Estas cooperativas empezaron brindando

únicamente servicios básicos al principio, pero

paulatinamente se les fue trasladando más fun-

ciones y en la actualidad ofrecen, además, con-

sulta externa, servicios de prevención, como va-

cunación y control de embarazadas, así como

otras especialidades, odontología y psicología,

por ejemplo. Hoy en día, estas instituciones

atienden aproximadamente 15 por ciento de la

población del país, empleaban aproximadamen-

te a 812 trabajadores y operan un presupuesto

de más de US$ 19 millones de dólares anuales,

lo cual equivale a cerca del 20 por ciento del pre-

supuesto de servicios médicos de la CCSS. En

busca de ingresos alternativos, no provenientes

de la Caja, una de las cooperativas creó una so-

ciedad que brinda servicios de medicina priva-

da y vende medicamentos, y entre las cuatro co-

operativas formaron un consorcio que adquirió

un hospital privado, el cual atravesaba una cri-

sis financiera, y lo reinauguró como un hospital

cooperativo.

Estudios realizados sobre el rendimiento de

estas cooperativas revelan que este esquema

ofrece varias ventajas.22 Entre ellas, se mencio-

nan:

a) una mejor orientación de los recursos dispo-

nibles hacia los objetivos de salud, 

b) la amplitud de la cantidad de proveedores,

que permite un incremento de la cobertura

de los servicios de salud, y

c) el fortalecimiento de la calidad y la introduc-

ción de elementos gerenciales dentro de los

servicios de salud.

Según Cercone y Briceño (2002), luego de

diez años de operación, las cooperativas presen-

taban índices de accesibilidad, eficacia, eficien-

cia y productividad superiores, en promedio has-

ta en más de un 60 por ciento, que los

indicadores de las clínicas tradicionales de la

CCSS. Menciona, por ejemplo, que los indicado-

res del número de consultas de medicina gene-

ral por habitante es un 177 por ciento superior en

las cooperativas, y que el porcentaje de cobertu-

ra efectiva prácticamente duplica al de las clíni-

cas tradicionales. Las principales lecciones

aprendidas de este modelo, según dichos auto-

res (2002), son:

a) El grado de autonomía de las cooperativas

permite realizar una gestión más eficiente,

pues las decisiones son tomadas por el Con-

224

Ef
ic

ie
nc

ia
 d

el
 G

as
to

 P
úb

lic
o 

en
 A

m
ér

ic
a 

La
ti
na

21 Este modelo ha sido adoptado en cuatro zonas del Gran Area Metropolitana: Santa Ana, Tibás, Pavas y Bar-
va, así como otras dos entidades no cooperativas, la Universidad de Costa Rica y ASEMECO (Asociación de
Médicos Costarricenses). De las cuatro cooperativas, sólo la de Santa Ana es de cogestión, las demás son au-
togestionarias.

22 Cercone y Briceño (2002) mencionan varios estudios realizados sobre el funcionamiento de las cooperati-
vas bajo el modelo de cooperación público-privado.



sejo Administrativo que es designado por to-

dos los miembros de la cooperativa.

b) El establecimiento de mecanismos de pago

prospectivos ha incentivado a las cooperati-

vas a operar con eficiencia, debido a la

transferencia de riesgo del financiador al

proveedor.

c) La condición de beneficiario residual (resi-

dual claimant) de las cooperativas es uno de

los principales incentivos para desarrollar

una gestión y organización efectiva y efi-

ciente, de modo que beneficie a todos los

participantes del modelo: socios, usuarios y

Estado.

d) La satisfacción de los usuarios de las coope-

rativas es mayor que en el caso de las clíni-

cas tradicionales, aunque permanecen pro-

blemas importantes en variables como el

tiempo de espera, las largas filas para obte-

ner citas, etc.

A pesar del relativo éxito de este esquema, re-

cientemente ha sido criticado por el mayor costo

de atención que tienen, ya que el gasto real per

cápita de las cooperativas es 33 por ciento mayor

que el resto de clínicas de la CCSS. Pero, más allá

de su costo, la Contraloría General de la Repúbli-

ca (CGR) ha cuestionado el procedimiento utili-

zado en un principio para establecer las coopera-

tivas. Se dice que los reglamentos usados para

justificar la compra directa de los servicios a las

cooperativas, en lugar de realizar un concurso o

licitación, no eran validos.23 Además, se mencio-

na que el sistema de evaluación del servicio y su

calidad carecen de objetividad, ya que es elabo-

rado por la misma institución que presta el ser-

vicio. Por estas razones, la CGR le ha otorgado

un plazo a la CCSS para que lleve a concurso la

prestación de estos servicios, una vez que se

venza el contrato actual con cada una de ellas.

En otras palabras, la CGR no cuestiona el hecho

de haber “cooperativizado” los centros de salud

sino la forma en que se hizo, y ahora busca que

se genere un cierto grado de competencia en la

adjudicación de los servicios, para que el precio

que la CCSS paga por éstos se asemeje más a un

precio de mercado, en busca de aumentar más la

eficiencia de los recursos.

Sector acueductos y alcantarillados
El Instituto Costarricense de Acueductos y

Alcantarillados (ICAA) fue fundado en 1961.

Antes de su creación, las municipalidades se

encargaban de operar los acueductos (sistema

de agua en cabeceras de cantón, y sistema de

evacuación de aguas servidas en las principa-

les ciudades) y el Departamento de Obras Hi-

dráulicas del Ministerio de Obras Públicas y

Transportes se encargaba de construir la infra-

estructura de aguas. Con este esquema, las mu-

nicipalidades cobraban sólo costo de operación

de las redes de acueductos (sin tomar en cuen-

ta la depreciación) preocupándose poco por

darle mantenimiento a la inversión. La combi-

nación de un alto crecimiento de la población,

con un bajo presupuesto nacional dedicado a

obras de infraestructura y las bajas tarifas co-

bradas a los usuarios, llevaron a grave deterio-

ro de red nacional de aguas.

El 14 de abril de 1961 de emitió la Ley 2726,

que creó el Servicio Nacional de Acueductos y Al-

cantarillado (SNAA), reuniendo a los departa-

mentos de Obras Hidráulicas del Ministerio de

Obras Públicas y Transportes y el de Ingeniería

Sanitaria del Ministerio de Salubridad Pública,

junto con las dependencias de la municipalida-

des dedicadas a brindar los servicios de aguas.

La nueva institución tendría la responsabilidad
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23 Contraloría General de La República (2008).



de hacer las obras, darles mantenimiento y asu-

mir el pago de las deudas contraídas para dar

servicios de agua potable y aguas servidas en

todo el país. El objetivo de la institución sería el

de “atender en forma técnica los servicios de

acueductos y alcantarillados, para suministrar

calidad a los usuarios, despertando la preocupa-

ción por la potabilidad del agua y por el trata-

miento de las aguas negras para evitar la conta-

minación”.24

Uno de los problemas que se generó con el

sistema anterior a la creación del ICAA fue que

las tarifas cobradas eran muy bajas, y en algu-

nos casos inexistentes. El uso de los servicios,

por lo tanto, era considerado por los usuarios

como un deber del Estado de suministrarlo gra-

tis. Cuando el ICAA fue asumiendo la operación

de los acueductos municipales en forma paulati-

na, una de las resistencias más grandes que en-

contró fue la de las poblaciones de pagar el ver-

dadero costo del servicio. Eventualmente, se

designó al Servicio Nacional de Electricidad

(SNE, hoy ARESEP) como la entidad encargada

de fijar las tarifas, desligando la ejecución de las

políticas tarifarias de las presiones políticas.

Aun así, al principio las tarifas fijadas no permi-

tían el autofinanciamiento de la institución, por

lo que el gobierno asumió parte del pago de las

deudas adquiridas por la institución para la

construcción de infraestructura y debió subsi-

diar anualmente al ICAA para poder operar con

las bajas tarifas.

A pesar de que la ley le otorga al ICAA la fun-

ción de administrar y operar la red nacional de

los servicios de agua, durante la historia de la

institución existen etapas en las cuales siste-

mas de acueductos rurales han pasado de vuelta

a ser administrados por comités locales o muni-

cipalidades. Incluso, el ICAA también ha cedido

en ocasiones a presiones políticas a traspasar al-

gunas obras a las municipalidades (no sólo su

mantenimiento), quedando éstas encargadas de

cobrar por el servicio. Ante la falta de manteni-

miento y nuevas inversiones, ya sea la Asamblea

Legislativa (mediante partidas específicas), el

IFAM (Instituto de Fomento y Asesoría Munici-

pal) o el FODESAF (Fondo para el Desarrollo So-

cial y Asignaciones Familiares) han ayudado a

pagar por las nuevas inversiones requeridas

para seguir dando el servicio de acueductos y al-

cantarillados en distintas zonas del país.

Hoy en día existen aún dos tipos de tarifas a

nivel nacional, las del ICAA y ESPH, por un lado,

y las municipales, por otro, siendo estas últimas

mucho más bajas que las primeras.25 Incluso las

tarifas del ICAA no incluyen un componente

para nuevas inversiones sino que “el modelo uti-

lizado, aún cuando proporciona un margen de

rentabilidad seguro y fácilmente predecible

para quien presta el servicio, estimula las inver-

siones de capital, pero no la obtención de mejo-

ras operativas y/o las reducciones tarifarias.”26

El problema con el sistema tarifario actual

en el sistema de acueductos del país es que no in-

centiva el uso eficiente de los recursos, tanto del

lado de la institución como de los usuarios. Por

un lado, persisten las bajas tarifas, principal-

mente a nivel de los acueductos municipales,

que hace que los usuarios se preocupen poco por

el uso razonable del agua que consumen. Tampo-

co consideran las externalidades negativas del

uso de aguas servidas, ya que no contemplan,
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24 Tomado de Historia Amplia del AyA, en: http://www.aya.go.cr/informacion/historiaamp.php

25 La Empresa de Servicios Públicos de Heredia (ESPH) actualmente administra los acueductos y el servicio
eléctrico en la provincia de Heredia.

26 Tomado de la Reseña Histórica del AyA, en: http://www.aya.go.cr/informacion/historiaamp.php



para los casos de las ciudades, el verdadero cos-

to ambiental del tratamiento de las mismas.

Por otro lado, la fijación de tarifas para el

ICAA y ESPH se basa en un modelo de costos. La

filosofía de la ARESEP es fijar las tarifas en un

nivel suficiente para que las instituciones pue-

dan cubrir sus costos operativos y de manteni-

miento de manera prospectiva (hacia adelante).

En teoría, se supone que, de esta manera, si la

institución es eficiente, obtendrá excedentes,

que se aplicarán hacia menores tarifas en el fu-

turo. Además, al momento de fijar las tarifas se

toma en cuenta la calidad del servicio y el plan

de inversiones que la institución presenta, de

manera que se pueda cubrir las necesidades de

la población en el largo plazo.

En la realidad, sin embargo, el esquema per-

mite poco control para los casos en que la insti-

tución no se preocupe por evitar desperdicios de

agua, ya que no es castigada. Por ejemplo, en

enero de 2007, la ARESEP no le autorizó un nue-

vo aumento al ICAA en sus tarifas debido a que

consideró que la institución no había hecho las

inversiones que ya habían sido autorizadas en

un aumento previo y a que existía un desperdi-

cio de agua equivalente al 51 por ciento (pérdida

en red como porcentaje de agua despachada).27

Sector educativo
En Costa Rica, la Constitución Política con-

sagra en su artículo 78 la gratuidad y obligato-

riedad de la enseñanza preescolar y la general

básica (entendida esta como la primaria comple-

ta y secundaria hasta tercer año). Por su parte,

esta misma norma concede a la educación diver-

sificada (entendida como la secundaria a partir

de cuarto año) solamente el carácter de gratuita,

pero no el de obligatoria.28

Con las cuatro universidades estatales exis-

tentes al momento29 –Universidad de Costa Rica

(UCR), Universidad Nacional Autónoma (UNA),

Universidad Estatal a Distancia (UNED) e Insti-

tuto Tecnológico de Costa Rica (ITCR)– y varios

colegios universitarios –Colegio Universitario

de Cartago (CUC), Colegio Universitario de Ala-

juela (CUNA), Colegio Universitario de Riego y

Drenaje del Trópico Seco (CURDTS), Colegio Uni-

versitario de Limón (CUNLIMON)–, el Estado fo-

menta la formación de recursos humanos en

Costa Rica.

Las universidades estatales han sido impor-

tantes “catalizadores” en la generación de recur-

sos humanos capacitados a lo largo de la segun-

da mitad del siglo XX y, aunque no son las únicas

universidades del país (pues existe una gran

gama de universidades privadas), históricamen-

te han representado una proporción importante

de los títulos universitarios otorgados al nivel

nacional. Sin embargo, esto ha venido cambian-

do como consecuencia del surgimiento de una

gran cantidad de universidades privadas, las

cuales han absorbido gran parte de la demanda
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27 Ver algunos reportes de calidad del servicio en: http://www.aresep.go.cr/docs/A_%20Y_%20A-INDICADO-
RES_%20CALIDAD_13-10-2006.xls.

28 Por disposición constitucional de la República de Costa Rica, en el país se impuso desde 1869 que la edu-
cación primaria fuera gratuita y obligatoria. Asimismo, en 1949, mediante el artículo 78 de la Constitu-
ción de la República, se estableció, además, que La educación preescolar y la general básica son obligato-
rias. Estas y la educación diversificada en el sistema público son gratuitas y costeadas por la Nación. En
la educación estatal, incluida la superior, el gasto público no será inferior al seis por ciento (6%) anual del
producto interno bruto, de acuerdo con la ley, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 84 y 85 de esta
Constitución.

29 Asimismo, existe un proyecto de ley para la creación de una universidad estatal adicional en la provincia de
Alajuela, el cual está en trámite en la Asamblea Legislativa.



insatisfecha por parte de estudiantes que no lo-

gran obtener cupo en las universidades estata-

les, como se verá más adelante.

Las universidades públicas, al recibir subsi-

dios estatales vía presupuesto de la República,

por medio del Fondo de Educación para la Ense-

ñanza Superior (FEES), generan transferencias

(subsidios) no sólo hacia estudiantes de escasos

recursos económicos (que es parte de la justifi-

cación inicial para su creación), sino también a

estudiantes provenientes de familias que no son

de escasos recursos (de hecho, familias de ingre-

sos altos), quienes al estar mejor preparados por

sus estudios secundarios en colegios privados,

tienen más capacidad de lograr admisión en las

universidades públicas. De hecho, gran número

de estudiantes admitidos en universidades esta-

tales pagaban mucho más de matrícula en sus

colegios (privados) que lo que pagan en estos

centros de educación terciaria. Ello, hasta cierto

punto, no deja de ser paradójico. Asimismo, para

entrar en estas universidades (con la excepción

de la UNED), los estudiantes deben hacer un exa-

men de admisión donde, en términos generales,

los más aptos para sacar más calificaciones son

los estudiantes de la educación secundaria pri-

vada, nuevamente mostrándose un problema de

asignación de cupos que quizá sería positivo re-

visar a futuro.

A pesar de estos problemas en la admisión a

las universidades estatales, en general puede de-

cirse que el efecto catalizador para la generación

de recursos humanos de calidad se ha venido

cumpliendo desde mediados de los años 40 (con

la UCR, y posteriormente por medio de las de-

más universidades). Aquí, los efectos de las ex-

ternalidades positivas para la sociedad siguen

vigentes y, de hecho, Costa Rica es uno de los pa-

íses con mejor desarrollo de recursos humanos

en Centroamérica e, incluso, en Latinoamérica.

Este también es un ejemplo de bienes merito-

rios, en los cuales la sociedad define como un

área de alta prioridad para ser desarrollada en el

presente y, de esta forma, generar bienestar en

la población en el futuro al mejorar sus condicio-

nes de vida y reducir la pobreza.

En el siguiente gráfico se muestra la canti-

dad de títulos otorgados durante el período

1990-2000, clasificándolos según régimen (pú-

blico o privado) y grado académico. Ahí puede

apreciarse cómo las universidades privadas su-

peran, a partir de 1997, a las universidades pú-

blicas en la cantidad de títulos otorgados. De

hecho, a partir de ese año, el número de títulos

otorgados por las universidades públicas ha

tendido a estabilizarse. Un factor importante

que puede responder a esta situación es el he-

cho de que los presupuestos de las universida-

des públicas no se han incrementado en térmi-

nos reales durante estos años. En este sentido, a

pesar de que las solicitudes de ingreso de nue-

vos estudiantes en carreras afines a las tecnolo-

gías de información se han incrementado con-

siderablemente, las universidades públicas

logran absorber como mucho un 10 por ciento

de dichas solicitudes.30 Otro elemento que debe

considerarse es el referente a la falta de recur-

sos humanos calificados (es decir, profesores

universitarios), por lo que es difícil enfrentarse

a esta demanda ya que, por más que quisieran

aumentar los cupos en estas carreras, en mu-

chos casos, no podrían conseguir profesores (a

veces ni siquiera a tiempo parcial) para enseñar

a tal cantidad de estudiantes.
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30 A modo de ejemplo, el Instituto Tecnológico de Costa Rica, para 2001, tuvo 2.400 solicitudes de ingreso para la
carrera de Ingeniería en Computación; sin embargo, la cantidad de estudiantes admitidos fue sólo de 170 (130
en la Sede Central y 40 en San Carlos), lo que representa tan sólo un 7 por ciento de las nuevas solicitudes.
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Por su parte, el siguiente cuadro muestra la

evolución de las proporciones de títulos univer-

sitarios entre las universidades públicas y las

privadas entre 1995 y 2006, por grado académi-

co. Se nota el avance relativo de estas últimas en

las bachilleratos, licenciaturas, especialidades

profesionales, maestrías y doctorados; no así en

diplomados y profesorados, donde las universi-

dades estatales tienen el 100 por ciento de los tí-

tulos otorgados. Lo anterior parece indicar que

las universidades privadas se han convertido en

una opción muy importante y real para aquellos

estudiantes que no encuentran cupo en centros

universitarios estatales. Sin embargo, en térmi-

nos generales, aunque los números en sí mis-

mos son reveladores, también es cierto que algu-

nas de las universidades privadas podrían estar

reduciendo el estándar de calidad de sus profe-

sionales, comparados con la calidad más alta de

las universidades estatales, lo cual requiere más

investigación al respecto.

4. Reflexiones finales

Con este documento se ha dado a cono-

cer el panorama del sector público en

Costa Rica. Es indiscutible que el papel

de Estado en las actividades económicas ha sido

determinante para el desarrollo del país, aunque

en ocasiones con resultados graves. Pero, en ge-

neral, puede decirse que siempre es posible en-

contrar terreno para mejorar su eficiencia. Esto

debe buscarse dentro de un ámbito de paz social

y por medio de procesos aceptables y confiables

por la población en general.

Debemos, eso sí, tener presente algo funda-

mental: a pesar de la existencia de fallas de mer-

cado, éstas no pueden ser un “cheque en blanco”

para la intervención estatal indiscriminada-

mente y, en no pocas ocasiones, surgen las fallas

del Estado. Recuérdese que esto ocurre tanto por

comisión (acciones erróneas) como por omisión

(acciones omisas). Las fallas del Estado por co-

misión surgen explícitamente por las acciones

llevadas a cabo por éste, como por ejemplo, la

creación de empresas públicas ineficientes (alto

costo), en actividades más aptas para la acción

del sector privado; o la creación de monopolios

estatales para producción, comercialización y

distribución de bienes y servicios, etcétera, que
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Gráfico 5. Total de títulos universi-
tarios según régimen, 1990-2000

Fuente: Céspedes y González (2002).

Cuadro 3. Total de títulos
universitarios, según régimen y
grado, 1995 y 2006.

Por grado 1995 2006
académico Univ. Univ. Univ. Univ.

Pública Privada Pública Privada

Diplomado 100,0 0,0 100,0 0,0

Profesorado 100,0 0,0 100,0 0,0

Bachillerato 49,5 50,5 37,7 62,3

Licenciatura 47,3 52,7 28,1 71,9

Especialidad 
profesional 100,0 0,0 49,6 50,4

Maestría 34,5 65,5 34,0 66,0

Doctorado 11,1 88,9 31,6 68,4

Fuente: Estado de la Nación.
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degeneran en un uso ineficiente de los recursos,

sin que se logre, al cabo del tiempo, ningún bene-

ficio social (o muy bajo). Las fallas del Estado

por omisión ocurren cuando se dejan de hacer

aquellas tareas para las cuales el ente público sí

estaría llamado a realizarlas (o las hace de forma

insuficiente), como por ejemplo, la provisión de

bienes públicos (infraestructura y seguridad pú-

blicas) y que, definitivamente, el sector privado

no puede suplirlas. De esta forma, ante interven-

ciones importantes por parte del Estado en las

actividades económicas, se presenta una alta po-

sibilidad de que se den estas fallas del Estado

(suma tanto de los errores por sus acciones inde-

bidas como por aquellas que se ha dejado de ha-

cer), lo que hace que el resultado de la interven-

ción estatal resulte muy inferior a la que debería

haberse dado. Todo esto causando, a su vez, un

uso ineficiente de los recursos de la sociedad

como un todo.

En este orden de cosas, es fundamental que

el Estado se dedique a hacer lo que realmente

debe hacer y dejarle al sector privado lo que es

apto para éste; en otras palabras, “zapatero a tus

zapatos”. Lo anterior por cuanto, aunque el Esta-

do fuera tan eficiente como el sector privado en

un determinado sector de actividad económica,

el Estado podría tener mayor eficiencia relativa

en la provisión de bienes y servicios públicos,

pero no en la provisión de bienes y servicios “no

públicos”, como por ejemplo, licores, textiles,

atunes, celulares o seguros. En otras palabras, el

Estado debe buscar atender aquellas actividades

para las cuales posee ventajas comparativas.

También, debe recordarse que, en la medida de lo

posible, debe buscarse que la intervención esta-

tal pase el principio de costo-beneficio social, de

tal forma que sus actividades en la economía

busquen mejorar la eficiencia en la asignación

de los recursos, elimine la distorsión en precios

relativos, mitigue las externalidades negativas y

fomente las positivas, reduzca el riesgo en acti-

vidades caracterizadas con información asimé-

trica, provea la infraestructura física pública,

etc., todo ello buscando mejorar la competitivi-

dad del país y el bienestar general (social welfa-

re) de sus habitantes.

En la anterior sección 3 se analizaron algu-

nos casos de intervención estatal (sea como Esta-

do empresario, proveedor de servicios públicos o

de servicios básicos) y se mencionaron algunos

mecanismos para mejorar el desempeño (en tér-

minos de eficiencia) de la actividad estatal. En

general, el Estado debe promover mecanismos

que incentiven la eficiencia (carrot and stick),

como rendición de cuentas, incentivos de remu-

neración asociados al logro de metas, compras

competitivas (ya sea por procesos de oferta públi-

ca o licitaciones, o mediante compras en línea),

de tal forma que se materialicen las bondades de

la competencia asociadas al sistema de mercado.

Costa Rica es uno de los pocos países de La-

tinoamérica donde aún persiste una gran canti-

dad de monopolios estatales (combustibles, alco-

hol, seguros, telecomunicaciones y electricidad),

o de participación amplia del sector público en

otros sectores importantes para la economía

(como la banca). Es importante, por lo tanto, pro-

mover la eliminación de estos monopolios, intro-

duciendo elementos de competencia a dichos

sectores con el propósito de que las institucio-

nes estatales se vean forzadas a eliminar la “gra-

sa” que les está impidiendo ser eficientes, por

contar con un mercado cautivo, en el cual la en-

trada de otros operadores es prácticamente im-

posible. Todo esto llevaría al planteamiento de

reformas puntuales en algunas áreas de acción

del Estado, ya sea mediante la transformación

de instituciones, la mejora en la participación

privada en la provisión de servicios públicos y de

servicios básicos, la exposición de los monopo-

lios actuales a la competencia por parte de em-
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presas privadas (apertura), así como la genera-

ción de indicadores de desempeño e incentivos

en los organismos y programas que queden bajo

la tutela del Estado, sin dejar de lado la posibili-

dad de vender al sector privado (privatización)

algunos activos estatales. Si bien este último

punto podría ser, además de un generador de

mayor eficiencia en la economía, una fuente de

recursos frescos para el Estado, debe reconocer-

se que este tema es tabú en el caso costarricen-

se, y se ven pocas posibilidades de que cambie en

el futuro cercano.

Para el caso de las instituciones estatales,

proveedores de servicios públicos, vale la pena

fomentar la introducción de algunos mecanis-

mos de mercado que promuevan una mayor efi-

ciencia en el uso de los recursos, tales como: i)

asociaciones público-privadas que no generen

endeudamiento público (o éste sea sin Garantía

del Estado), ii) concesiones de obras y servicios

públicos, iii) subastas y compras por Internet, iv)

establecimiento de precios competitivos de ser-

vicios públicos (con base en benchmark interna-

cional), v) establecimiento de mecanismos de

rendición de cuentas y medición de eficiencia en

instituciones públicas, vi) ligamen de la remune-

ración de empleados públicos con la obtención

de resultados y eficiencia.
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